Propuesta de Iniciativa de Reforma a la Fracción IV del Artículo 27 de la Constitución, que presentó la Comisión de Puertos y Litorales de la CONAGO a la Comisión Ejecutiva de Negociación y Construcción de Acuerdos, para la Reforma del Estado.


C. Diputado Presidente de la Mesa 

Directiva de la Cámara de Diputados

Del Honorable Congreso de la Unión

P r e s e n t e

Los Diputados que suscriben, integrantes de la ______________________________ Legislatura del Honorable Congreso de  miembros de los grupos parlamentarios del ___,___,___,___,___ y ____, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, 56 y demás correlativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta Representación Popular, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. La Constitución Federal establece, en su parte orgánica, los fundamentos de la Soberanía Nacional y la forma de gobierno de la República Mexicana, que se constituye y organiza, por voluntad del pueblo, en forma representativa, democrática y federal, compuesta de Estados Libres y Soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, en su calidad de partes integrantes de la Federación. De este modo, los Poderes de la Unión y los propios de las Entidades federativas actúan, competencialmente, en los términos que establece nuestra Ley Superior.

Los principios fundamentales antes enunciados, como cualesquiera de los que fija la Constitución de la República, deben conectarse lógicamente con el contenido de otros preceptos de igual jerarquía, relacionados entre sí por cuanto al objeto específico de regulación, con el fin de procurar una interpretación armónica sobre la aplicación de normas constitucionales que, en el extremo, pudieren estar en oposición, bajo la premisa de considerar reglas especiales a las que representen una excepción de aquellas normas que establezcan principios o reglas generales.

En relación con la distribución de competencias entre la Federación y los Estados, que nuestra Constitución consagra en el artículo 124, se adopta el criterio de que la Federación Mexicana surge de un pacto o unión entre dichos Estados, que convienen en ceder o delegar facultades a un Gobierno central, reservando para sí las que no se otorguen a éste.

Tal es el elemento de orden histórico y sociológico, que diversos tratadistas invocan, generalmente, para calificar al sistema federal, en concordancia con la etimología del concepto “Federación”, cuyo significado es el de alianza o unión.

Conforme al artículo 124, nuestra Constitución Federal no establece facultades tributarias expresas para los Estados, como sí lo hace para la Federación y los Municipios, optando, en la especie, por el mecanismo de fijar condiciones y restricciones a dichas Entidades.

Esto no parecería representar un problema, a la luz del origen de este precepto, que tuvo como referente indudable el artículo o enmienda Décima de la Constitución de los Estados Unidos de América, ratificada en 1791, cuyo contenido expresa que los poderes que la Constitución no delega a los Estados Unidos ni prohíbe a los Estados, quedan reservados a los Estados respectivamente o al pueblo.

Conviene recordar que, en la historia del constitucionalismo mexicano, el establecimiento de esta prevención estuvo presente positivamente en el debate de los diversos proyectos de Constitución, desde los años de 1856 y 1857, cuando se incorporó el vocablo “expresamente” para acotar las facultades que se conferían al Gobierno Federal, con lo que el referido precepto asumió, propiamente, una condición de mayor limitación a los Poderes de la Unión, si se le compara con el dispositivo homólogo previsto en la Constitución americana.

Así, por el establecimiento de esta disposición que el Constituyente de 1917 mantuvo, podría decirse que el ejercicio o ampliación de cualquier facultad que no estuviere concedida expresamente, desbordaría el marco constitucional.

III.- En abono a lo señalado, debe destacarse el hecho de que diversos legisladores, tanto Diputados como Senadores, han presentado iniciativas formales de reforma constitucional, coincidentes con el propósito que anima a la presente.

Es de admitirse el imperativo de generar una mayor recaudación; empero, nuestro es necesario precisar y diferenciar regionalmente las fuentes de recaudación que se deben instaurar y, sobre todo, consideramos que es necesario impulsar al federalismo y descentralizar las facultades impositivas para dar lugar a una nueva coordinación entre el Gobierno Central y los de las Entidades Federativas.

La reforma del Estado es un proceso de redefinición y significación histórica. Se trata de replantear la posición del Estado Mexicano, logro magnifico de nuestros mayores, para reubicarlo en el flujo de las relaciones humanas, precisando los alcances y objetivos de la República.

Es necesario reflejar la riqueza de la nueva cultura política que vivimos, en un horizonte claro de desarrollo social, legal e institucional, mediante un nuevo pacto social que propicie una nueva estabilidad económica y política para México.

En nosotros esta el cambio. Requerimos un sistema jurídico coherente con la evolución social. La transición no llegará con reformas coyunturales que no hagan sentido las unas con las otras.

Requerimos un proyecto jurídico para la integración de las diversas visiones de México y las soluciones que necesitamos.

IV. Durante los últimos meses, Diputados, Senadores y Gobernadores de diversos partidos políticos, así sus Comités Ejecutivos Nacionales, se han reunido periódicamente para revisar no sólo las iniciativas del Ejecutivo Federal sobre una reforma fiscal y hacendaria, sino también las presentadas por legisladores de otras organizaciones políticas en esta materia.

Por su parte, los Gobernadores han celebrado diversas reuniones de trabajo en el marco de la Conferencia Nacional de Gobernadores, de las que se han derivado acuerdos y principios que los llevaron a la creación de la Comisión de Puertos y Litorales, habiendo encargado a este cuerpo colegiado el estudio de iniciativas para alcanzar una propuesta de reforma constitucional federalista XXXXX.

V. Proponemos establecer las premisas que fundamentan la importancia y necesidad de impulsar la transformación del sistema federal y establecer para ello, un mecanismo conjunto de trabajo.

En nuestro país la vinculación entre federalismo y democracia es orgánica. En razón de ello, para garantizar que avanzaremos en la construcción de un autentico federalismo, el Gobierno federal y los de las entidades federativas debemos consensar los proyectos de reformas constitucionales y legales a que haya lugar, para que las autoridades de los tres ordenes de gobierno les ofrezcan a los mexicanos, la madurez institucional y la solidez administrativa que impulse una nueva fortaleza de la Nación.

Ahora bien, en el año 2004 se llevó a cabo la Primera Convención Nacional Hacendaria de este siglo, se concluyo la necesidad de crear “Administraciones Costeras Integrales” (ACIS), como un ejercicio de transferencia de la administración de las costas a los estados y municipios por vías convencional. Es digno de mención que esa propuesta se ha hacho realidad y actualmente, funcionan más de 10 ACIS en la República Mexicana, con el consecuente mejoramiento de las condiciones operativas de las costas que ha traído aproximar el control de estos recursos naturales a los ciudadanos, sin sacrificar la rectoría del Gobierno Federal.

En la Comisión de Puertos y Litorales de la CONAGO consideramos que la creación de las ACIS es un paso en el camino correcto, por lo que debe regularizarse jurídicamente la posibilidad de que los estados y municipios coparticipen en la administración de los litorales, siempre y cuando dicha coparticipación se de en un marco federalista, con respeto a las atribuciones que el legislador señale al Gobierno de la República. 

XXVI REUNIÓN ORDINARIA, Torreón, Coahuila.

(14 de noviembre de 2005)

DÉCIMO.- Se aprueba el informe que presenta el Gobernador Fidel Herrera Beltrán, Coordinador de la Comisión de las Administraciones Portuarias Integrales, así como la solicitud para que la misma cambie su denominación a “Comisión de Puertos y Litorales”.

Se aprueba el proyecto de Iniciativa de Reforma Constitucional en el marco de la siguiente propuesta:

“Artículo 27 Constitucional, Fracción VI:

…

Las entidades federativas y los municipios participarán conjuntamente con el Gobierno Federal, en la administración de los puertos, costas y litorales, en términos de las leyes.”

Se instruye a la Comisión de Puertos y Litorales para que envíe dicha propuesta al C. Lic. Vicente Fox Quesada, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, mediante un comunicado que será firmado por los gobernadores Fidel Herrera Beltrán, Juan Carlos Romero Hicks, Carlos Zeferino Torreblanca Galindo, José Natividad González Parás y el Presidente en turno de la CONAGO.

CONFERENCIA NACIONAL DE GOBERNADORES

COMISIÓN PARA LA REFORMA DEL ESTADO.

“PROYECTO DE DICTAMEN QUE PRESENTA LA COMISION PARA LA REFORMA DEL ESTADO DE LA CONAGO AL PLENO DE GOBERNADORES”

Antecedentes

I.- Con fecha 31 de octubre de 2005, el representante del Coordinador de la Comisión de Administraciones Portuarias Integrales (APIS) presentó ante la Comisión para la Reforma del estado un  documento que contiene el proyecto de reforma al artículo 27 constitucional y que se pretende presentar al Pleno de Gobernadores en la próxima reunión del 14 de noviembre en Torreón, Coahuila.

II.- En la exposición de motivos del proyecto, la Comisión de APIS señala lo siguiente:

La Republica Mexicana cuenta con mas de 11 mil kilómetros de costas, en donde existen 114 lugares portuarios marítimos, lacustres o fluviales; de los cuales 90 funcionan como puertos, 18 como terminales de uso publico fuera de puerto, 54 se localizan en el litoral del pacifico y 54 en el Golfo de México y el caribe y 6 áreas portuarias no habilitadas y sin recinto portuario.

La infraestructura portuaria es un sistema que debe involucrar a los tres niveles de gobierno, en cuanto a los niveles de planeación para el desarrollo, inversión y organización , a fin de garantizar la inversión publica y dar mayor certidumbre a la privada, en la provisión de servicios eficientes, oportunos, confiables e internacionalmente competitivitos, con una visión de desarrollo social de largo plazo.

III.- En el numeral II, de la iniciativa se señala que:

“La participación d e las entidades federativas y los municipios en los puertos, costas y litorales no solo es una cuestión de desarrollo económico, es un asunto de desarrollo social y de principios que van mucho mas allá de las disputas coyunturales y resoluciones judiciales sobre el particular

Al momento no hay solución satisfactoria a la demanda de mayor federalismo en la administración de los puertos, costas y litorales mexicanos, ni a la creación de un mecanismo de sinergia operativas entre los tres ordenes de gobierno respecto de los puertos mexicanos

El objetivo de esta iniciativas e incrementar la importancia que los puertos, costas y litorales tienen para la desarrollo nacional, incrementando la actividad económica de las entidades federativas, en un esfuerzo de coordinación con los tres ordenes de gobierno, para el optimo aprovechamiento de nuestras potencialidades en beneficio de los mexicanos.

IV.- En el numeral IV de su exposición la Comisión de APIS considera que:

“La propuesta, tiene por origen el acuerdo unánime tomado por la Convención Nacional Hacendaria en el sentido de crear una figura jurídica denominada Administraciones Portuarias Integrales (ACIS) que ha sido impulsada por el Gobierno Federal como un programa gubernamental mas. Compartiendo con el gobierno de la República la necesidad de una visión de largo plazo que integre a lo tres niveles de gobierno en el aprovechamiento sustentable de los litorales, estamos ciertos que dicha visión requiere reformas legales que eliminen prohibiciones y posibiliten un mejor desarrollo regional”

La adición de un nuevo párrafo no implica la derogación de una sola letra de nuestro texto constitucional, por lo que queda intocada la propiedad originaria de la nación sobre tierras y aguas, así como las atribuciones del Gobierno Federal respecto de los puerto, costas y litorales.

La reforma hará factible una mejor gestión del patrimonio de todos les mexicanos, al incluirse la posibilidad de que las entidades federativas y los municipios participen en los actos de administración de recursos naturales ubicados en su territorio.

Es digno de mención que los actos de administración no incluyen actos de dominio por lo que en términos de los componentes de la propiedad del derecho romano, la participación se circunscribirá al “uso”, en los términos y modalidades que convenga el Gobierno Federal en la respectiva ley que expida el Congreso.

Esto hará posible, por ejemplo, que los tres órdenes de gobierno colaboren en la administración de lo que venido (sic) siendo conocido como zona federal marítimo terrestre (ZOFEMAT) cuyo dominio por disposición constitucional corresponde ahora en monopolio a la Nación. 

V.- Una vez revisados los señalamientos del proyecto de iniciativa presentado por la Comisión de APIS, La Comisión para la reforma del estado procedió a la discusión del tema emitiendo las siguientes:

CONCLUSIÓNES

PRIMERA.- Se estima que es aceptable la propuesta de reforma  por la que se adiciona un segundo párrafo a la fracción VI del artículo 27 de la Constitución política de los estado Unidos Mexicanos con la redacción siguiente:

“Las entidades federativas y los municipios participaran conjuntamente con el Gobierno federal, en a administración de los puertos, costas y litorales, en términos de las leyes”.

SEGUNDA.- Se estima aceptable la propuesta  de artículos transitorios que contiene el proyecto de iniciativa.

VI. Con base en el estudio de las conclusiones de Convención Nacional Hacendaria, las iniciativas presentadas por el Ejecutivo Federal, así como de las elaboradas por Diputados Federales y Senadores de la República, y en atención a la declaración que Gobernadores de diferentes Entidades Federativas suscribieron, en el sentido de instaurar un renovado espíritu federalista en la Constitución General de la República, nos permitimos proponer una reforma a nuestra Ley Fundamental, en los términos siguientes:

II.- 27 constitucional, para abordar la necesidad de eficientar y federalizar el manejo de las aguas nacionales. 

En esta virtud, se propone las reforma constitucional siguiente:

Artículo 27, Fracción VI:

El Gobierno Federal, las entidades federativas, y los municipios de la República, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir y poseer los bienes necesarios para el ejercicio de las atribuciones que esta Constitución y las leyes les confieren. 
 
El Patrimonio Nacional será administrado por los diferentes órdenes de gobierno dentro del ámbito de sus competencias.
 
Las entidades federativas y los municipios, participarán conjuntamente con el Gobierno Federal, en la administración integral del Patrimonio Nacional, en términos de la ley que expida el Congreso de la Unión.
 
El Gobierno Federal, las entidades federativas y los municipios contarán con un registro de los bienes que integren su patrimonio, debiendo garantizar el derecho a la información sobre el Patrimonio Público conforme a lo preceptuado en esta Constitución.
Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor de este Decreto y en tanto se modifica la legislación ordinaria, continuarán aplicándose las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, incluidas las relativas a las autoridades e instancias competentes.

Tercero. El Congreso de la Unión expedirá, dentro del plazo de 180 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, la legislación relativa a la concurrencia de facultades entre los órdenes de gobierno, atendiendo a los principios generales que en esa materia establece el artículo 124 de esta Constitución. Expedida la legislación federal sobre concurrencia a que se refiere el artículo anterior, las legislaturas de los estados y la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, en un plazo no mayor de 180 días naturales contados a partir de su entrada en vigor, expedirán las leyes sobre los aspectos específicos del ejercicio de estas facultades en sus respectivos ámbitos de validez, conforme a las particularidades de cada entidad federativa. 

Cuarto. En materia de facultades concurrentes, en tanto se expide la legislación a que se refieren los artículos transitorios cuarto y quinto de este Decreto, a falta de un convenio sobre su ejercicio, el gobierno federal asumirá temporalmente las facultades que expresamente convenga con una o más entidades federativas, y estas asumirán temporalmente las facultades que convengan con los municipios. 
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